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H. CONGRESO DEL ESTADO.
P R E S E N T E. –
La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 64, fracción II de la Constitución Política del Estado de Chihuahua, 87, 88 y 111 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, así como 80 y 81 del Reglamento Interior y de Prácticas Parlamentarias, ambos ordenamientos del Poder Legislativo del Estado de Chihuahua, somete a la consideración del Pleno el presente Dictamen, elaborado con base en los siguientes:
A N T E C E D E N T E S
I.- La Presidencia del H. Congreso del Estado, en uso de las facultades que le confiere el artículo 75, fracción XIII, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, tuvo a bien turnar a los integrantes de esta Comisión, a efecto de proceder al estudio, análisis y elaboración del dictamen correspondiente, los siguientes asuntos:
a) Iniciativa con carácter de Acuerdo presentada con fecha once de marzo del año dos mil diecinueve por el Diputado Omar Bazán Flores, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, mediante la cual propuso exhortar al Poder Ejecutivo Federal, para que se aumenten los apoyos destinados al Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad, consolidando a este sector como prioridad en el desarrollo nacional.
b) Iniciativa con carácter de Acuerdo presentada con fecha catorce de junio del año dos mil diecinueve, por la Diputada Anna Elizabeth Chávez Mata, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, mediante la cual propuso exhortar al Presidente de México para que se nombre a la brevedad al titular del Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad y que se fortalezca dicho organismo descentralizado, en lugar de que desaparezca.
II.- La iniciativa presentada por el Diputado Bazán Flores, se sustenta en los siguientes argumentos:

“«Si el desarrollo implica la inclusión de personas excluidas como parte de la sociedad, entonces es necesario que las personas con discapacidad formen parte de las escuelas, del Congreso, de los lugares de trabajo, de los autobuses, de los teatros y de cualquier otro sitio en los que se da por supuesto que el resto de la población está. A no ser que las personas con discapacidad se incluyan de forma transversal en las políticas de desarrollo, será imposible reducir la pobreza a la mitad para el año 2015.»

WOLFENSOHN, J. D. (2002): «Poor, Disabled and ShutOut».

Washington Post. (PA.25). Washington

La Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad aprobado por la ONU en diciembre de 2006, ratiﬁcada por México en diciembre de 2007 y que entró en vigor el 3 de mayo de 2008, en que actualmente prevalece el Modelo de Derechos Humanos, que ha superado el Modelo Social que imperaba en los 70’s, y por el cual ahora se reconoce a los integrantes de este sector social como “titulares de Derechos”.
Con base a este Nuevo Modelo de Derechos Humanos se promueve la Inclusión plena y efectiva en la sociedad de las Personas con Discapacidad e incluso la propia Asamblea General de la ONU reafirma que la democracia es algo más que elecciones al señalar que: “la democracia, el desarrollo y el respeto a todos los derechos humanos y las libertades fundamentales son interdependientes y se refuerzan mutuamente”.

Lo anterior se ve reflejado en el artículo 29 de la citada Convención Internacional que propicia la “democracia participativa” en el ámbito de las Personas con Discapacidad, la cual debe tener incidencia a grado de participación, ejecución, seguimiento y evaluación de las Políticas Públicas.
La principal barrera que padecen las personas con discapacidad es atribuirles que, debido a sus características, es imposible su integración plena a la sociedad. Esta mentalidad les ha traído consecuencias graves durante generaciones, pues en lugar de que se establezcan las condiciones necesarias para su pleno desarrollo, se les margina y rechaza al marcarlos como incapaces de formar parte de la visión homogénea de la normalidad.

Las Personas con Discapacidad deben de ser parte de todas las acciones de atención de la administración pública a fin de que se garantice la promoción de las políticas públicas y así garantizar el pleno ejercicio de sus derechos mediante la coordinación transversal e interinstitucional, promoviendo además un entorno en que las Personas con Discapacidad participen de manera efectiva, sin discriminación y en igualdad de condiciones con los demás, en los asuntos relacionados con la vida pública y política del País, ser parte activa y productiva en el desarrollo social y económico de sus respectivas comunidades.

Las Personas con Discapacidad tienen derecho a una igualdad sustantiva para su inclusión en todos los planos de la vida social, estos derechos los identificamos como los derechos para la inclusión, de una asistencia social a una visión de derechos para el desarrollo e inclusión. Este cambio es de fondo pues deja de verse al beneficiario de la ley como un objeto de asistencia social, para convertirlo en un sujeto de derechos, ya que son indispensables para el desarrollo e inclusión de las Personas con Discapacidad y un mecanismo para transversalizar en todas las políticas públicas la perspectiva de discapacidad.
De acuerdo a estimación de la Organización Mundial de la Salud existen mil millones de Personas en el mudo que viven una Discapacidad la cual representa el 15% de la población mundial que constituye la mayor minoría; Además indica que en México existen 10 millones de mexicanos con alguna discapacidad. A su vez el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática existen 5.7 millones de Personas con alguna Discapacidad,  más 2.1 millones de Personas que no indicaron su Discapacidad; Así mismo dicho instituto señala que en México 6.1 millones de hogares aceptaron tener al menos una Persona con Discapacidad, cifras realmente significativas.

Encontramos muy preocupante que un gobierno se deslinde de su responsabilidad de establecer un sistema para el desarrollo y la inclusión de las Personas con Discapacidad, por lo que es necesario el destinar recursos suficientes y crear políticas públicas facilitadoras de su desarrollo y su plena inclusión en la vida diaria.
Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los artículos 57 y 58 de la Constitución Política del Estado, me permito someter a la consideración de esta Asamblea la iniciativa con carácter de punto de acuerdo bajo el siguiente:

ACUERDO
ÚNICO.- La Sexagésima Sexta Legislatura del Estado de Chihuahua exhorta al Poder Ejecutivo Federal, para que se aumente los apoyos destinados al Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad, consolidando a este sector como prioridad en el desarrollo nacional.”
III.- La iniciativa presentada por la Diputada Chávez Mata, se sustenta en los siguientes argumentos:
“Alrededor del 10% de la población mundial, que hablando en cifras vienen siendo aproximadamente 650 millones de personas, vive con una discapacidad. Constituyen la mayor minoría del mundo.
Esta cifra está aumentando debido al crecimiento de la población. Los avances de la medicina y el proceso de envejecimiento, señala la Organización Mundial de la Salud (OMS).
En los países donde la esperanza de vida es superior a los 70 años, en promedio alrededor de 8 años o el 11.5% de la vida de un individuo transcurre con incapacidades (sic). El 80% de las personas con discapacidad vive en países en desarrollo, según el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD).

En los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), las tasas de discapacidades son notablemente más altas entre los grupos con menores logros educacionales, el promedio es de 19%, en comparación con 11% entre los que tienen más educación; en la mayoría de los países de la OCDE, se informa que las mujeres tienen una incidencia más alta de discapacidades que los hombres, se reconoce que las mujeres con discapacidad experimentan múltiples desventajas, siendo objeto de exclusión debido a su género y a su discapacidad.
El Banco Mundial estima que el 20% de las personas más pobres del mundo tienen discapacidades, y tienden a ser considerados dentro de sus propias comunidades como las personas en situación con más desventaja.

La mortalidad correspondiente a los niños con discapacidad puede alcanzar hasta un 80% en los países en los que la mortalidad de menores de cinco años en su totalidad ha disminuido por debajo del 20%, indica el Departamento de Desarrollo Internacional del Reino Unido, añadiendo que en algunos casos parecería que se está “eliminando” a esos niños.
En cuanto a la educación según la UNESCO, el 90% de los niños con discapacidad no asiste a la escuela. La tasa mundial de alfabetización de adultos con discapacidad llega solamente al 3%, y al 1% en el caso de las mujeres con discapacidad, según un estudio del Programa de las Naciones Unidad para el Desarrollo (PNUD).

En los países de la OCDE, los estudiantes con discapacidad siguen estando subrepresentados en la enseñanza superior, pese a que su número va en aumento, según la OCDE.

En cuanto al empleo según se estima, unos 386 millones de las personas en edad de trabajar son discapacitadas, dice la Organización Internacional del Trabajo (OIT). El desempleo alcanza hasta un 80% en algunos países. Frecuentemente los empleadores suponen que las personas con discapacidad no pueden trabajar.
En una encuesta realizada en los Estados Unidos en 2004 se descubrió que sólo el 35% de las personas con discapacidad en edad de trabajar están realmente trabajando, en comparación con el 78% de las que no sufren discapacidades. Dos tercios de los desempleados con discapacidad que respondieron dijeron que les gustaría trabajar pero que no podían encontrar empleo.
Citando uno de los temas más lamentables como lo es la violencia en niñas y niños que sufren algún tipo de discapacidad, encontramos que por cada niño o niña que muere en zonas de guerra, tres resultan heridos y con discapacidad permanente. Según la Organización Mundial de la Salud, en algunos países, hasta una cuarta parte de las discapacidades son resultado de heridas por violencia.

Las investigaciones indican que la violencia contra las niñas y los niños con discapacidad ocurre a tasas anuales por lo menos 1.7 veces mayores que en el caso de sus pares no discapacitados.
En México, la fuente de información estadística más actual que permite identificar a la población con discapacidad en las entidades federativas del país y estimar su tamaño es el Módulo de Condiciones Socioeconómicas de la Encuesta de Ingresos y Gastos de los Hogares del INEGI (MCS-ENIGH,2014), donde a partir de dicho ejercicio se estima que en 2014, el 6.4% de la población del país (7 millones 650 mil personas) reportaron tener al menos una discapacidad, las cuales representan en su mayoría a personas adultas mayores que contaban con 60 años o más (52.1% del total de Personas con Discapacidad o 3.98 millones de personas). Además, en ese mismo año el principal tipo de discapacidad reportado fue la motriz (37.32% de las Personas con Discapacidad o 2.6 millones de personas); y tener una enfermedad fue la principal causa de las discapacidades (38.5% del total de discapacidades se deben a esa causa).

Adicionalmente, se estima que en 2014 en 19.1 de cada cien hogares del país (o en 6.14 millones de hogares) vivía al menos una persona con discapacidad. Además, había mayor presencia de hogares con Personas con Discapacidad en los deciles de ingresos más bajos que en los más altos. Asimismo, como fuentes de ingresos, las transferencias representan una proporción importante de los ingresos totales en los hogares con personas con discapacidad.

El Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad (CONADIS) tiene como objeto establecer la política pública para las personas con discapacidad, así como promover sus derechos humanos, su plena inclusión y participación en todos los ámbitos de la vida, con una misión de coordinar e impulsar acciones para asegurar el ejercicio y goce de los derechos de las personas con discapacidad, así como contribuir a su desarrollo integral e inclusión plena.


En la inauguración del Foro “Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad en el Siglo XXI: el Ombudsperson nacional, Luis Raúl González Pérez mencionó que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) subraya que la falta de acceso a los servicios de salud, rehabilitación, entretenimiento, cultura, educación, empleo y asistencia para convertirse en verdaderos titulares de derechos y obligaciones, con respecto a sus derechos fundamentales, provoca que 7.2 millones de personas con discapacidad vean limitado su potencial para contribuir al desarrollo del país. Destacó que algunos de los retos específicos que enfrentan las personas con discapacidad son falta de estrategia nacional y de largo plazo en la toma de conciencia para cambiar el enfoque asistencialista de políticas públicas y la actuación de la población hacia ese sector; débil coordinación interinstitucional e intersectorial en los tres órdenes de gobierno; falta de un plan nacional de accesibilidad, y comprender que el derecho a la educación es amplio y debe abarcar desde la primera infancia y prolongarse a lo largo de la vida.

Señaló que la CONADIS es la garantía del Estado Mexicano comprometida con el Comité de Derechos Humanos de Personas con Discapacidad para el cumplimiento de la Convención de Derechos, de Protección de Derechos de Personas con Discapacidad; subrayó la importancia de que ese Consejo se fortalezca y pronto se nombre a su titular, y lamentó que sus representantes no hayan acudido a este encuentro, aseguró que habrá ocasión de seguir impulsándolo.

Por otra parte, la Senadora Kenia López Rabadán; Presidenta de la Comisión de Derechos Humanos en el Senado de la República, subrayó la necesidad de armonizar las legislaciones nacional y local con la mencionada convención para garantizar a las personas con discapacidad el pleno ejercicio de sus derechos humanos, y destacó que se deben impulsar presupuestos públicos con perspectiva de derechos humanos para esa población; asegurarle el acceso a la justicia sin obstáculos y sensibilizar a la sociedad, y subrayó la importancia del Consejo Nacional para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad (CONADIS), cuya exigencia no puede obedecer a vaivenes gubernamentales, y dijo que sin esta dependencia no hay programa integral, y sin éste no hay acciones transversales con políticas públicas para atender a la población con discapacidad que considere su inclusión. Además, se refirió a la importancia de la Recomendación 29/2019 de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos sobres Estancias Infantiles, a efecto de restituir los derechos que fueron violados a diversas personas por la cancelación de este servicio, entre otros, los derechos de las niñas y niños con discapacidad que ahí eran atendidos.

En México los derechos de las personas con discapacidad, están claramente contemplados en la convención sobre los derechos de las personas con discapacidad de la ONU, primer tratado internacional sobre los derechos de este colectivo que fue propuesto, firmado y ratificado por México, desde el 17 de enero de 2008 cuando el senado mexicano depositó en Nueva York la ratificación por México de la convención, es un compromiso internacional y se ha dejado la responsabilidad solamente a la Secretaría del Bienestar, quienes aparentemente no conocen dicho compromiso internacional. La convención señala en el artículo 33 que el estado deberá designar uno o más mecanismos gubernamentales encargados de las cuestiones relacionadas con la aplicación de la convención; ese mecanismo venía siendo el hasta ahora Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad (CONADIS), si el consejo desaparece, o como se ha informado por la Subsecretaria del bienestar a las organizaciones de la sociedad civil, permanece sin titular, sus funciones no solo disminuirán, será un gran retroceso en la política hacia el colectivo, ya que se dejará la atención de las personas con discapacidad solamente con un enfoque asistencialista; el mismo presidente lo hizo saber en la conferencia matutina del día 19 de enero del presente año: “ya no necesitarán de ese instituto las personas con discapacidad porque se les entregará su ayuda personalmente”.

El acceso, garantía y pleno disfrute de los derechos humanos, sociales y económicos de las Personas con Discapacidad es un objetivo que tiene por base el reconocimiento de la dignidad inherente a todos los  miembros de la familia humana, así como a la búsqueda de la eliminación de todas las formas de discriminación.

ACUERDO
ÚNICO.- La Sexagésima Sexta Legislatura del H. Congreso del Estado de Chihuahua, exhorta al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Lic. Andrés Manuel López Obrador para que en el uso de sus atribuciones no solo no desaparezca, si no fortalezca el Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad (CONADIS) y se nombre a la o el titular a la brevedad posible, ya que desde el inicio de este sexenio esa titularidad está acéfala.”
Ahora bien, al entrar al estudio y análisis de las iniciativas en comento, quienes integramos esta Comisión dictaminadora, formulamos las siguientes: 
C O N S I D E R A C I O N E S
I.- Al analizar las facultades competenciales de este Alto Cuerpo Colegiado, quienes integramos la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, no encontramos impedimento alguno para conocer de los asuntos que aquí se abordan.
II.- La problemática expresada por los precursores de las iniciativas que hoy se analizan, ante la situación actual del Consejo Nacional para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad (CONADIS), consistente en el debilitamiento de su estructura institucional por las vacantes existentes en su plantilla laboral, así como por el temor de que desaparezca como entidad gubernamental, ante la política de retirar recursos a las organizaciones de la sociedad civil, constituye un tema de gran importancia para quienes integramos esta Comisión de Dictamen Legislativo, por involucrar los derechos de un segmento de la población que requiere de nuestro apoyo para que se dé cumplimiento cabal a los derechos de que son titulares.
Ahora bien, en virtud de que las iniciativas a que se refiere el presente dictamen son coincidentes en la temática  y materia que abordan, se tomó la determinación de analizarlas conjuntamente a través de un solo documento, toda vez que ambas se vinculan a los derechos de las personas con discapacidad y a la CONADIS.
III.- El fundamento, concepto, obligaciones y principios de los derechos humanos tal y como actualmente los conocemos no son una cuestión de reciente creación, sino producto de luchas y movimientos sociales de diversos grupos que históricamente han sido reprimidos y discriminados; en este sentido, resulta comprensible el que los derechos humanos día con día vayan permeando en distintos ámbitos de la vida cotidiana con el fin de acabar con aquellas condiciones que atenten contra la dignidad humana.
En el devenir histórico, el derecho internacional de los derechos humanos ha generado un cúmulo de instrumentos jurídicos que han tenido como objeto establecer parámetros generales sobre los derechos y su protección, que dicho sea de paso, se encuentran en constante desarrollo, a fin de atender de la mejor manera las exigencias de la materia.
Es así que en nuestro país, a partir de 2011, con la conocida reforma Constitucional en materia de Derechos Humanos, se reconoció expresamente la obligación de todas las autoridades de respetar, promover, proteger y garantizar la protección de los derechos humanos contenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en el derecho internacional, aspecto también denominado como bloque de constitucionalidad.
A partir de lo antes señalado, el sistema jurídico mexicano ha venido experimentado una profunda transformación, que implica cambios sustanciales para sistematizar la legislación nacional y los estándares internacionales en materia de derechos humanos.
El pleno reconocimiento de los derechos de las personas con discapacidad, que tiene como guía el principio de progresividad y no regresión imperante en materia de derechos humanos, ha permitido abandonar el modelo médico para transitar hacia la adopción del enfoque social, cuya característica medular lo distingue por considerar la discapacidad a partir de las barreras sociales que las personas de ese sector enfrentan día con día.
Para comprender a profundidad lo antes señalado, resulta indispensable abordar el proceso evolutivo de visualización de la discapacidad, es decir, la parte histórica, que ha constituido la base para el desarrollo de algunos modelos y, como consecuencia, la manera en que se ha respondido ante ella.
En términos generales, quienes se han dedicado al estudio de este tema, comparten el señalamiento de tres periodos históricos que coinciden con igual número de modelos. Específicamente se trata de los denominados modelo de prescindencia, característico de la antigüedad y el Medioevo; del modelo médico o de rehabilitación, propio de la primera mitad del siglo XX y del modelo social, surgido a partir de la década de mil novecientos setenta, que ha delineado las directrices actuales.
En cuanto al primero de los modelo citados con antelación, es decir, el de la prescindencia, se debe señalar que su nota distintiva era la de apartar, desentenderse o abstraer a las personas con discapacidad, tal y como su propia denominación lo indica.  De acuerdo con los estudiosos del tema, tal actitud obedecía a cuestiones asociadas con aspectos religiosos, ya que durante esta época se consideraba que la discapacidad obedecía a un castigo recibido por los dioses y que representaba un signo inequívoco del rompimiento del ser humano con sus deidades a consecuencia de los pecados cometidos o bien, que se trataba de una advertencia que antecedía a una calamidad.
Otra de las vertientes de los doctrinarios, considera que la reacción hacia la discapacidad atendía a que la sociedad de dicha época consideraba que las personas con tal condición, no tenían nada que aportar a la comunidad, convirtiéndose en una carga para sus progenitores y demás integrantes del núcleo familiar, al igual que para la sociedad y, como consecuencia, se asumía que sus vidas carecían de sentido. 
Derivado de la anterior concepción, fueron dos los tipos de respuesta que se generaron como solución y que desde una perspectiva académica se asocian a dos submodelos dentro del propio modelo de prescindencia; el primero de ellos denominado eugenésico y el segundo identificado como de marginación; sin embargo, en ambas visiones se prescindía de los niños con discapacidad.

La historia da cuenta de lo acontecido en Esparta, donde los recién nacidos eran examinados por el consejo de ancianos que, al encontrar algún defecto en ellos, los arrojaban desde lo alto de una montaña. Otro ejemplo es la sociedad de Ateniense, que se caracterizó por introducir a los niños con diversidades funcionales en vasijas de barro, para abandonarlos en las afueras de la ciudad.
Posteriormente, el cristianismo produce un cambio significativo en lo anterior, al condenar la muerte dolosa de todo infante, generando durante la época medieval la proliferación de asilos y hospitales donde se les proporcionaban los cuidados necesarios a quienes sus padres habían abandonado, transitando del submodelo eugenésico al de la marginación, que persistió hasta principios del siglo XX.
El segundo de los modelos a que se ha hecho referencia es el denominado  médico o rehabilitador, que tiene su origen a principios del siglo XX, como consecuencia de la Primera Guerra Mundial y de la introducción de las primeras legislaciones en torno a la seguridad social, pues fueron los millares de soldados mutilados durante aquella, por un lado, y el auge de las leyes laborales, por otro, los que verdaderamente modificaron la forma de entender la diversidad funcional.

Los impedimentos físicos y mentales dejaron de ser considerados castigos divinos y comenzaron a entenderse como enfermedades que podían recibir tratamientos, por lo que, las personas aquejadas de alguna dolencia, no necesitaban ser marginadas de la sociedad. Fue así como el modelo de prescindencia pasó a ser sustituido por el modelo médico o de rehabilitación, cuyos fundamentos impregnan la mentalidad común hasta el día de hoy.
La transición señalada con antelación posibilitó que mediante lo que hoy se conoce como trabajo protegido, los diferentes órdenes de gobierno implementaran una serie de acciones para proporcionar atención a las personas con diversidades funcionales, dando origen a políticas públicas tendientes a proporcionar los tratamientos médicos y los elementos técnicos al servicio de quienes poseían tal condición.
Por lo tanto, en este punto de la historia mundial se considera la discapacidad como un problema de la persona, producido por una enfermedad, accidente o condición negativa de la salud, que requiere de cuidados médicos proporcionados por profesionales bajo formas de tratamiento individualizado, que pretende conseguir su total mejoría, una adecuada adaptación de la persona o un cambio en su comportamiento.
Como efecto de esta concepción, desde el punto de vista político y jurídico, la discapacidad se enmarca dentro de la legislación de la asistencia y la seguridad social o como parte de ciertas cuestiones del Derecho civil relacionadas con el estado de interdicción y la tutela. 
Por último, el denominado modelo social de la discapacidad, inicia a partir de 
la segunda mitad del siglo XX, con las resoluciones de la Organización de las Naciones Unidas, en donde dos de ellas, que datan de la década de 1970, dejan de hablar de asistencia  como término característico del modelo médico, para referirse a los derechos, palabra introducida por el modelo social.
Específicamente se trata de la “Declaración de los Derechos del Retrasado Mental”, que data de 1971 y de la “Declaración de los Derechos de los Impedidos”, que se realizó en 1975. 
De acuerdo con los doctrinarios del tema, el modelo social de la discapacidad tiene sus orígenes en el Movimiento de Vida Independiente, que nació en Estados Unidos a finales de los años 60 del siglo pasado, en la Universidad de Berkeley, California, específicamente en el día en que Ed Roberts, un alumno con discapacidad severa que ingresó a dicha institución para cursar sus estudios en Ciencias Políticas, a través de su actitud logró derribar barreras arquitectónicas y sociales, difundiendo la idea de que la independencia no se centra en la capacidad de ser autónomo en los quehaceres cotidianos, sino por la de dirigir el destino de la propia vida.
Fue así como surgió un nuevo concepto, trasladando el foco de lo individual a lo social, que en lugar de entender la discapacidad como una carencia de la persona que se debe remediar en pos de la inserción, se pasa a mirar las deficiencias como un producto social, resultado de las interacciones entre un individuo y un entorno no concebido para él.
En consecuencia, el pilar que sostiene a este modelo de la discapacidad, se centra en la rehabilitación de una sociedad que debe ser concebida y diseñada para hacer frente a las necesidades de todas las personas, gestionando las diferencias e integrando la diversidad, por lo tanto, ha comenzado a verse como una cuestión de derechos humanos que se traduce en que la persona ya no es objeto de políticas asistencialistas, sino un verdadero sujeto de derecho.
IV.- Entre los instrumentos internacionales de derechos humanos asociados a la discapacidad, se encuentra la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas el 13 de diciembre de 2006, que tiene como propósito fundamental asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos para la totalidad las personas con discapacidad, convirtiéndose ésta en la primera convención internacional sobre derechos humanos que se aprobó en el siglo XXI.
El referido instrumento jurídico es de carácter vinculante y obliga a los Estados que lo han ratificado a adoptar y desarrollar políticas de no discriminación y medidas de acción en favor de los derechos de las personas con discapacidad,  así como a adaptar sus ordenamientos jurídicos para que puedan hacer valer sus derechos, reconociendo su igualdad ante la ley y la eliminación de cualquier tipo de práctica discriminatoria.
El primordial objetivo de la Convención es cambiar el trato asistencialista que tradicionalmente se otorgaba a las personas con discapacidad, permitiendo que puedan desarrollarse en igualdad de condiciones, exigiendo sus derechos y cumpliendo igualmente con sus obligaciones, como parte de una sociedad.
En el caso de nuestro país, firmó la Convención y ratificó su Protocolo Facultativo el día 30 de marzo de 2007, convirtiéndose con ello en parte de los Estados comprometidos con la protección y promoción de los derechos y la dignidad de las personas con discapacidad, en aras de lograr una sociedad inclusiva.
Como instrumento jurídicamente vinculante, la Convención en su Artículo 33.1 establece que “Los Estados Partes, de conformidad con su sistema organizativo,

designarán uno o más organismos gubernamentales encargados de las cuestiones relativas a la aplicación de la presente Convención y considerarán detenidamente la posibilidad de establecer o designar un mecanismo de coordinación para facilitar la adopción de medidas al respecto en diferentes sectores y a diferentes niveles”.
Por otro lado, se debe puntualizar que México también había suscrito previamente la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación de las Personas con Discapacidad y la ratificó el 25 enero de 2001, comprometiéndose así a dar cumplimiento al objeto propio de la denominación del instrumento internacional de referencia y a propiciar la plena integración de este segmento de la población en la sociedad.
En aras de contar con un mecanismo de evaluación que permitiera dar seguimiento a los compromisos adquiridos mediante la firma de la citada Convención, en el Artículo VI de la misma, se previó el establecimiento de un Comité para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CEDDIS), integrado por un representante designado por cada Estado Parte y dos suplentes, con atribuciones para analizar los informes periódicos que se le deben entregar por los diversos países.
En el caso de México, para dar cumplimiento a las obligaciones de carácter internacional, lo ha venido haciendo a través del Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad, cuya naturaleza jurídica corresponde a la de un organismo público descentralizado del gobierno federal, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que tiene por objeto el establecimiento de la política pública para las personas con discapacidad, mediante la coordinación institucional e interinstitucional, así como promover, fomentar y evaluar la participación de los sectores público y privado en las acciones, estrategias, políticas públicas y programas derivados de la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, según se aprecia de los artículos 38 y 39 del ordenamiento legal en cita.

Posee una Junta de Gobierno integrada por diez representantes del Poder Ejecutivo Federal, uno de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y cinco representantes de la Asamblea Consultiva.

Del Poder Ejecutivo participan las Secretarías de Salud; Desarrollo Social; Educación Pública; Cultura; Hacienda y Crédito Público; Trabajo y Previsión Social; Comunicaciones y Transportes, así como el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia; el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, y Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte.

Ahora bien, de acuerdo con el Informe Nacional de Cumplimiento de la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CIADDIS) y del Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (PAD) que fue presentado por México y revisado en dos rondas de trabajo en noviembre de 2015 y mayo de 2016, se señala como preocupación del Comité encargado de dar seguimiento a los compromisos y avances logrados por los Estados Parte “una débil estructura administrativa en cuanto al CONADIS”, ya que “el recurso humano que lo compone no sobrepasan los cincuenta [50] servidores públicos”.
También puntualizó el citado Comité, que “El recurso humano es trascendental para el trabajo que demanda la temática de discapacidad, que va desde la conformación de una estructura administrativa fortalecida hasta el monitoreo y

seguimiento de las políticas públicas y de allí, los planes, programas o proyectos que se generen no solo para la población con discapacidad, sino también para sus familias”.

Derivado de lo anterior, entre otras recomendaciones generales, mediante la identificada con el número 3, indicó la necesidad de “fortalecer al CONADIS, en el área administrativa, técnica y profesional, con inclusión del tema presupuestario”.
Ahora bien, tomando en consideración el principio de progresividad y no regresión que opera en materia de derechos humanos, esta comisión dictaminadora considera procedentes los planteamientos formulados por los precursores de las iniciativas en estudio, en cumplimiento a las disposiciones establecidas en el Artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como a las directrices establecidas mediante la interpretación realizada por los Tribunales del Poder Judicial de la Federación en dicha materia.

 En el caso de éstos últimos han señalado a través de diversas resoluciones, que “… el principio de progresividad de los derechos humanos se relaciona no sólo con la prohibición de regresividad del disfrute de los derechos fundamentales, sino también con la obligación positiva de promoverlos de manera progresiva y gradual, pues como lo señaló el Constituyente Permanente, el Estado Mexicano tiene el mandato constitucional de realizar todos los cambios y transformaciones necesarias en la estructura económica, social, política y cultural del país, de manera que se garantice que todas las personas puedan disfrutar de sus derechos humanos. Por tanto, el principio aludido exige a todas las autoridades del Estado Mexicano, en el ámbito de su competencia, incrementar el grado de tutela en la promoción, respeto, protección y garantía de los derechos humanos y también les impide, en virtud de su expresión de no regresividad, adoptar medidas que sin plena justificación constitucional disminuyan el nivel de la protección a los derechos humanos de quienes se someten al orden jurídico del Estado mexicano”.

En mérito de lo antes expuesto, se somete a la consideración de este Alto Cuerpo Colegiado, el siguiente proyecto de:
ACUERDO
PRIMERO.- La Sexagésima Sexta Legislatura del Estado de Chihuahua solicita al Presidente de la República que, conforme al artículo 49 de la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, tenga a bien designar a la brevedad al Director General del Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad (CONADIS), así como fortalecer dicho organismo descentralizado en las áreas administrativa, técnica y profesional, con inclusión del tema presupuestario, conforme a las recomendaciones generales formuladas por el Comité para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CEDDIS).
SEGUNDO.- Remítase copia del presente Acuerdo a la Autoridad antes mencionada, para su conocimiento y los efectos a que haya lugar.

ECONÓMICO.- Aprobado que sea, túrnese a la Secretaría para los efectos legales correspondientes.
D A D O en el salón de Sesiones del Poder Legislativo, en la Ciudad de Chihuahua, Chihuahua, a los veinte días del mes de diciembre del año dos mil diecinueve.
Así lo aprobó la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, en reunión de fecha diecinueve de diciembre de dos mil diecinueve.
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Esta hoja contiene las firmas de las personas que integran la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables y el sentido de su voto respecto del dictamen que recae a las Iniciativas con carácter Acuerdo (645 y 983); la primera, presentada por el Diputado a la Sexagésima Sexta Legislatura Omar Bazán Flores, mediante la cual propuso exhortar al Poder Ejecutivo Federal para que se aumenten los apoyos destinados al Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad, consolidando a este sector como prioridad en el desarrollo nacional; la segunda, presentada por la Diputada a la Sexagésima Sexta Legislatura Anna Elizabeth Chávez Mata, mediante la cual propuso exhortar al Presidente de México para que se nombre a la brevedad al titular del Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad (CONADIS) y que se fortalezca a dicho organismo descentralizado, en lugar de que desaparezca. Ambos iniciadores pertenecientes al Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
� � HYPERLINK "http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Comunicados/2019/Com" �http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Comunicados/2019/Com� 2019 223.pdf
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